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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE
Pereira, veinte de agosto de dos mil nueve

Acta número 0054 del 20 de agosto de 2009
Resuelve la Sala la apelación del auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, fechado el 20 de mayo de 2009, por medio del cual se repuso la decisión del 29 de abril de 2009, que declaró terminado el presente cobro dentro del proceso ejecutivo iniciado por Aurora Cuervo Vélez en representación de su menor hija Jimena Cardona Cuervo y Beatriz Eugenia Camacho contra la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Santander S.A.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde al siguiente,




AUTO:


ANTECEDENTES

Por medio de escrito visible a folio 46 del expediente, solicitan las actoras, por medio de sus voceros judiciales, se libre mandamiento de pago con base en sentencia proferida dentro de proceso ordinario laboral, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 20 de enero de 2006, confirmada por esta Sala de Decisión el 8 de mayo del mismo año y no casada por la Corte Suprema de Justicia; el Juzgado por auto del 14 de abril de 2009, fl. 48, libró mandamiento de pago en contra de la sociedad demandada. 

Por medio de oficio de folio 50, la ejecutada presentó copia del comprobante de consignación de fecha 3 de abril de 2009, por concepto de costas procesales y por un valor de $7.453.500, y a través de oficio de folio 51, presentó copia del comprobante de consignación de fecha 23 de abril de 2009, por concepto de retroactivo y por intereses por valor de $85.401.177,63, solicitando además no se embargaran sus cuentas por haberse hecho el pago total de la obligación, incluidas las costas.

Visto lo anterior, el Juzgado de conocimiento, mediante decisión del 29 de abril de 2009, fl. 57, dispuso la terminación del cobro al considerar que la entidad ejecutada había dado cumplimiento a su obligación.

Contra ésta decisión se levantó el apoderado judicial de la señora Beatriz Eugenia Camacho, fl. 58, interponiendo el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, manifestando que el valor liquidado por la Administradora de Fondos de Pensiones no es correcto, toda vez que ésta indica por medio de memorial de folio 247 (55) que : “una vez efectuados los promedios para determinar el IBL, este, por insuficientes aportes por la mora de la entidad territorial como empleadora del causante y por cese de actividad laboral del mismo durante los últimos años de su vida así el último salario devengado haya sido por $1.593.637. El resultado arrojado correspondió a una mesada inferior al SMLMV por ello fue necesario el computo con base en un IBL igual al SMLMV, para cada anualidad.”

Conforme a lo precedente indica el quejoso que no entiende como la ejecutada a estas alturas del proceso manifiesta dichos argumentos, siendo ello contrario a lo manifestado en el proceso ordinario respecto a los aportes en mora, los cuales fueron cancelados por la entidad territorial a través de un convenio, procediendo la misma AFP a devolverlos posteriormente. Afirma además que el Juzgado dio por cumplida la obligación sin que la entidad presentara liquidación alguna y sin verificar si el IBL considerado era el real, para lo cual procedió a presentar dicha liquidación.
A través de providencia del 20 de mayo de 2009, fl. 71, la a quo repuso su decisión, ordenando seguir adelante la ejecución y fijando las agencias en derecho en la suma de $2.000.000.

La decisión anterior no satisfizo a la sociedad ejecutada, la cual por medio de su apoderado interpuso recurso de apelación, fl. 75, insistiendo en que, por insuficientes aportes por la mora de la entidad empleadora del causante, el resultado arrojó una mesada pensional inferior al SMLMV, por lo que fue necesario realizar el computo con base en un IBL igual al SMLMV para cada anualidad.

Solicita además que para poder incluir en nómina a las ejecutantes, estas deben acudir a las oficinas del fondo para suministrar información y documentación necesarias para tal efecto.
Se concedió el recurso de apelación y se ordenó la remisión a esta Sede, donde se cumplió la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2001, dando traslado común de rigor a las partes durante el cual guardaron silencio.

Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada previas las siguientes,


CONSIDERACIONES DE LA SALA
Es procedente el recurso concedido conforme lo dispone el numeral 8º del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

La base de la inconformidad del apelante se circunscribe a que considera que la liquidación de la mesada pensional de las demandantes, ante la mora en que incurrió la Entidad Territorial empleadora del causante en el pago de aportes, se debe realizar prescindiendo precisamente de dichas cotizaciones, razón por la cual el valor de la pensión corresponde al salario mínimo.

Pues bien, dicho tema fue suficientemente tratado en primera y segunda instancia del proceso ordinario laboral del que deviene la presente ejecución, amén que ha sido posición jurídica de esta Sala, apoyada en diferentes decisiones de la Corte Suprema de Justicia, que la mora patronal por aportes no puede afectar en absoluto el derecho pensional en cabeza del trabajador, por ende, muchos menos puede incidir en el monto del beneficio pensional.

En la sentencia de primera instancia, fl. 1, la a quo, muy juiciosamente, realiza un pequeño resumen de la situación acaecida en el municipio de Cartago para la época del fallecimiento del actor, indicando que dicho ente territorial tiene establecido un acuerdo de reestructuración de pasivos firmado con sus acreedores desde el 10 de agosto de 2001, entre los cuales se encuentran Cesantías y Pensiones Colmena (hoy AFP Santander) y Davivir, acreencias a las cuales se les han realizado abonos y para la fecha de la sentencia (enero de 2006) solo se adeudaban $2.740.472.

También se manifiesta en dicha decisión, que los aportes atrasados correspondientes al causante fueron pagados con sus respectivos intereses entre los años de 1998 y 2000, los cuales fueron devueltos por la administradora el 30 de octubre de 2001, al considerar que ya había ocurrido el riesgo que amparaban.

No obstante lo anterior, la funcionaria de primera instancia, sustentando su decisión en providencias de está Sala, ordenó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a las aquí demandantes, fallo que fue confirmado por esta Colegiatura, fl. 8 de mayo de 2006 y no casado por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, siguiendo la posición que se ha mantenido en el tiempo respecto a que la mora patronal no es excusa para que los Fondos de Pensiones, al incumplir con su deber de cobro, evadan sus obligaciones respecto de los afiliados y beneficiarios, quienes no pueden ver frustradas sus expectativas legítimas por los conflictos que surjan entre sus empleadores y las entidades de seguridad social.

Y es que el caso resulta aún más complejo, pues, de acuerdo a lo que se indica en la sentencia del proceso ordinario laboral dictada en segunda instancia, inicialmente y de acuerdo al convenio firmado entre el municipio de Cartago y la sociedad demandada, Santander S.A. recibió los aportes en mora con sus correspondientes intereses moratorios y solo después de un año y al ser radicada la solicitud pensional por las beneficiarias del causante señor Jaiber Cardona López, procedió a devolver las cotizaciones al Ente Territorial, intentando burlar las justas reclamaciones de las demandantes.

Visto lo anterior, no son de recibo las peregrinas argumentaciones del ejecutado al querer desconocer lo ordenado en primera y segunda instancia en el proceso ordinario previo a esta ejecución, cuando se le indicó que la mora en los aportes no constituía óbice para que cumpliera con su obligación para con las beneficiarias de su afiliado fallecido; y si se ordenó que dichos aportes atrasados eran válidos, los cuales le fueron cancelados posteriormente por la empleadora del de cuyus, para efectos de comprobar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pretendida pensión de sobrevivientes, con más razón deben ser tenidos en cuenta para liquidar el monto de la pensión de sobrevivientes cuyo pagó aquí se reclama.  
Por último, en cuanto a la solicitud de que las demandantes se presenten en sus oficinas para completar alguna información y presentar documentación con el fin de ser incluidas en nómina de pensionados, baste decir que ello no es viable en un proceso de ejecución, se trata de trámites administrativos que, en caso de requerirse, deben ser cumplidos por las partes por fuera de los estrados judiciales. 

Por lo anterior, menester es para esta Colegiatura impartir aprobación a la decisión de primera instancia, confirmándola. 

Costas en esta instancia no se causaron.

Conforme a lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, CONFIRMA el auto que por apelación ha conocido. 

Costas en esta instancia no se causaron.



Notifíquese y Cúmplase 



Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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